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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 41 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. 

Quienes suscriben, diputadas y diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Morena, a la LXIV Legislatura 

del Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, sometemos a consideración del Pleno de esta Cámara de Diputados la presente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de reducción del financiamiento público de los partidos políticos, al tenor de la 

siguiente 

Exposición de Motivos 

Durante las tres décadas de neoliberalismo en México, la política se convirtió en un asunto de dinero. El electorado 

es concebido como mero receptor de las fuertes sumas de recursos públicos que, sobre todo en los años electorales, 

son objeto de dispendio por los partidos políticos para conquistar el voto ciudadano con dádivas, propaganda, 

spots, bots y múltiples mecanismos de compra, coacción e inducción generalmente relacionados con el dinero. 

Dentro de los procesos electorales, los partidos políticos se conducen bajo una fórmula conforme a la cual dinero 

es igual a votos y viceversa. En esa lógica, más dinero significa más votos y también viceversa. Y al amparo de esa 

lógica, cada vez crece más el dispendio electoral de los escasos recursos del pueblo mexicano y se hace más 

presente el dinero ilícito, ya sea el que se desvía de su legítimo destino en la función pública o aquél que procede 

de actividades delincuenciales. 

Como botón de muestra, el propio padrón electoral sirve de base para la constitución del sistema de distribución de 

prerrogativas a los partidos políticos, dinero que cimenta su creación, el desarrollo de sus actividades y la búsqueda 

del voto, en este último caso, con sumas que se elevan hasta en un 50 por ciento respecto de lo ordinario. 

Para el año 2020, por ejemplo, el Instituto Nacional Electoral determinó una asignación presupuestal de 5 mil 239 

millones de pesos para prerrogativas partidistas. Suma que considera los gastos para el desarrollo de actividades 

ordinarias y específicas, así como el uso de las franquicias postal y telegráfica. 

En dicho monto no hay financiamiento para campañas políticas dado que 2020 no es año electoral federal. Pero, 

una estimación sobre el financiamiento para el 2021, año en que se elegirán diputados federales, permite prever 

que bajo las reglas actuales se otorgarán prerrogativas ordinarias y de campaña por una cantidad superior a los 7 

mil 200 millones de pesos. 

Tal es el costo del sistema de partidos políticos en México. No el costo total de la política, porque para ello habría 

que sumar el gasto del aparato electoral, que es cuantioso. Y todo ese dispendio de recursos públicos, en un país 

con uno de los índices más bajos de ingreso familiar, con uno de los problemas de pobreza y pobreza extrema más 

dramáticos en esta región del mundo, es decir, con uno de los índices de desigualdad más lacerantes. 

Pensando en ello, el 7 de marzo de 2019, nuestro Grupo Parlamentario presentó a esta Cámara la iniciativa con 

proyecto de decreto que reforma el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el 

fin de reducir las prerrogativas. Nuestro objetivo era llevar a la mitad los recursos públicos que actualmente otorga 

el Estado a los partidos políticos para financiar el desarrollo de sus actividades. 

La Comisión de Puntos Constitucionales dictaminó dicha iniciativa en conjunto con otras siete propuestas de 

legisladores de diversos grupos parlamentarios, el 29 de octubre de ese mismo año. Dictamen que fue sometido a 
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discusión y votación por el Pleno en su sesión ordinaria del siguiente 12 de diciembre. El Dictamen refrendó 

nuestra propuesta: reducir las prerrogativas partidistas en un 50 por ciento. 

Sin embargo, la votación en el Pleno resultó en 274 diputadas y diputados a favor y 207 en contra. Siendo una 

reforma constitucional, al no alcanzar la votación calificada de 2/3 partes, el proyecto fue desechado por el voto de 

la minoría parlamentaria. Nosotros prometimos insistir en ese propósito. 

Hoy, las razones que expresamos antes siguen siendo vigentes; sin embargo, la actual coyuntura social, económica 

y política en nuestra Nación hace más urgente la implementación de la medida propuesta. 

Los partidos políticos en México están en camino de ejercer más de 7 mil millones de pesos en el proceso electoral 

del año entrante en medio de la pandemia provocada por la enfermedad Covid-19 que, derivado de las medidas de 

salubridad necesarias para contenerla, ha sumido a nuestro país en una severa crisis económica y social, incluyendo 

un detrimento sensible en los recursos de que puede disponer el Gobierno para enfrentarla. 

Debemos ser conscientes de los estragos económicos que ha generado la pandemia en las distintas naciones, 

incluido nuestro país, para darnos cuenta de que no podemos seguir regateando a la sociedad una drástica 

reducción en los costos de la actividad partidista. 

En la actualización del documento “Perspectivas de la economía mundial: Una crisis como ninguna otra, una 

recuperación incierta” de junio de 2020, el Fondo Monetario Internacional proyecta que la economía mundial 

tendrá una caída de 4.9 por ciento en 2020. 

Conforme al pronóstico, la pandemia del Covid-19 ha tenido un impacto en la actividad productiva mundial 

durante el primer semestre del presente año más negativo de lo previsto originalmente y se espera una recuperación 

más gradual de lo que se había pronosticado. Lo anterior, anticipa un agudo impacto en los hogares de bajo ingreso 

que pondría en peligro el avance logrado de la lucha contra de la pobreza extrema a nivel mundial desde la década 

de 1990. 

En México, los datos muestran también un panorama que se complica. Al segundo trimestre de este año, el PIB per 

cápita real fue de 118 mil 253.33 pesos, lo que significó un decremento anual de 19.43%, que se explica por el 

deterioro del PIB real, pese al menor incremento de precios y de la población total. 

Si bien, tales datos generales no permiten conocer con exactitud la situación de las familias, sí dejan ver que el 

efecto negativo en los niveles de pobreza será muy severo, sobre todo si consideramos el profundo problema de 

desigualdad en el que vivimos desde décadas atrás. 

Un dato que muestra de mejor manera el impacto de la crisis económica en dichas familias es el índice de 

desempleo. A julio de 2020, el número de trabajadores permanentes y eventuales urbanos asegurados en el IMSS 

reportó una disminución anual de 871 mil 074 asegurados, esto es, una disminución de 4.32 por ciento. 

El pueblo de México y su gobierno están haciendo un gran esfuerzo por paliar y remontar lo más rápido posible los 

daños de la pandemia. Este mismo Poder Legislativo ha hecho su parte con el profundo programa de austeridad 

que hemos aplicado. El gobierno, por su parte, ha implementado diversos apoyos que permiten que un gran número 

de familias tengan hoy la posibilidad de un ingreso que les permita enfrentar esta crisis y la etapa de recuperación. 

Como muestra de ello, baste la siguiente numeralia: 
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• Desde las distintas dependencias se ejercen programas, apoyos prioritarios y medidas extraordinarias dirigidos 

a hacer frente a la crisis económica derivada de la pandemia: 

- El adelanto de 4 meses del pago de la pensión para 8 millones de adultos mayores, así como del pago de la 

pensión para las niñas y niños pobres con discapacidad. 

- El pago de 10 millones 500 mil becas para estudiantes. 

- El otorgamiento de 3.4 mil millones de pesos para inversión en 356 mil créditos a pequeños negocios 

familiares del Programa de Microcréditos para el Bienestar, y en lo que resta del año se agregarán 450 mil 

tandas más. 

- La implementación de devoluciones prontas de IVA. 

- La ampliación del programa Sembrando Vida. 

- El otorgamiento de 190 mil apoyos directos a pescadores. 

- La contratación adicional de 45 mil médicos y enfermeras para atender la pandemia y para hacer crecer con 

celeridad el diezmado sistema nacional de salud recibido por esta Administración. 

- Distintas medidas de inversión pública destinada a la creación de empleos. 

• Así mismo, se ha implementado un programa de créditos de hasta 25 mil pesos a dos millones de PYMES de 

los sectores formal e informal para que puedan mantener un nivel de actividad. La economía es una mezcla de 

sector formal e informal, por ello, de los 50 mil millones de pesos en créditos, la debe dirigirse a cada sector. 

Para el formal, se otorgará el crédito mediante la Banca de Desarrollo y para el sector informal se utilizarán los 

mecanismos desarrollados por los programas del bienestar de la Secretaría de Economía, como son las “tandas 

para el bienestar”. 

• Adicionalmente, el Gobierno ha autorizó un cambio contable que permite a los bancos reestructurar sus 

créditos, sin que reciban ningún pago de capital, ni de intereses, desde abril de 2020, de tal suerte que cuando 

pase la contingencia, se podrá reorganizar el mecanismo de pagos. 

Frente a ello, ahora también como una medida de emergencia económica, quienes erogamos recursos públicos 

estamos obligados a observar un comportamiento austero, republicano y solidario, con el fin de liberar cuantos 

fondos públicos sean posibles para dirigirlos a garantizar que todas y todos los mexicanos mantengan un mínimo 

de bienestar durante la emergencia y puedan recuperar su modo de vida con la rapidez posible en la etapa de 

retorno a la nueva normalidad. 

Los partidos deben responder a estos tiempos excepcionales y vencer su resistencia a la transformación de los 

viejos modos de hacer política para, por un lado, ejercer un acto urgente de solidaridad con el pueblo de nuestro 

país y, por otro lado, emprender la marcha hacia la renovación del sistema electoral mexicano a fin de remontar la 

actual relación perversa entre elecciones y dinero. 

Para la ciudadanía mexicana, no es tolerable la persistencia de los partidos por dilapidar recursos públicos en una 

contienda electoral regida por el dinero, frente a una situación nacional que demanda recursos con urgencia para 

aminorar el daño económico que produce la contingencia sanitaria, procurar la rápida recuperación y retomar la 

ruta del desarrollo social. 
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Por ello, la transformación que hemos emprendido debe alcanzar al sistema de partidos. Por ahora, debe hacer más 

eficiente la erogación de recursos públicos destinados al sostenimiento de sus actividades ordinarias y de campaña. 

No en la medida que diezme sus capacidades de acción política, pues ese despliegue es indispensable para el 

desarrollo democrático nacional; pero, sí en un grado suficiente para revertir el actual vínculo entre competencia 

política y dinero. 

Las reformas electorales de los 90s consiguieron perfilar a nuestro país hacia la apertura del sistema político, 

mediante la implementación de un sistema electoral que promovía el pluripartidismo y, por primera vez, la eficacia 

en la competición política. Sin embargo, la búsqueda permanente de equidad y la constante intromisión del dinero 

privado, bien o mal habido, generó la impresión de que un incremento en el financiamiento público de los partidos 

reportaría beneficios a la democracia. Fue así hasta cierto punto, después se ese efecto se desvirtuó. 

Por virtud de la reforma que proponemos, si bien, se disminuye considerablemente el gasto del Estado en 

actividades político-electorales, también se mantiene garantizada una distribución proporcional y equitativa de los 

recursos públicos asignados a la vida partidista y a las actividades de obtención del voto. 

Además, la disminución deberá promover que los partidos políticos realicen un uso más racional de los recursos 

públicos y ejerzan sus funciones con objetivos más ideológicos que pragmáticos. 

Es preciso que la política vuelva a la dinámica de la convicción. Que deje ya de intercambiarse el voto por una 

dádiva. Que cese el lucro con la necesidad que tiene la gente de acceder a los benefactores más esenciales. Que los 

partidos regresen a la actividad de convencer, no de condicionar, coaccionar o inducir. 

El Grupo Parlamentario de Morena manifiesta su compromiso con la transformación de esas obsoletas formas de 

hacer política en México. Reducir el dispendio de recursos en campañas políticas que poco aportan a una decisión 

verdaderamente informada, es parte de esa transformación. 

Sin duda, el mensaje que expresaron la gran mayoría de votantes en el proceso electoral de 2018 habla de su 

hartazgo en cuanto a las formas tradicionales de la política de antaño. 

Hoy, una ciudadanía con grandes expectativas, que arrancó de tajo el control de la política a la vieja clase 

gobernante, reclama que el representante regrese a su comunidad, así sea por vías virtuales y con sana distancia, no 

sólo a rendir cuentas, sino a escuchar de qué forma habrá de desarrollar su mandato. 

Por todo lo expuesto, desde el Grupo Parlamentario de Morena, insistimos en nuestro llamado a todas y todos los 

legisladores para que se sumen al esfuerzo que se propone realizar mediante esta iniciativa y demos un primer paso 

en la transformación de nuestro régimen político, aplicando desde la Constitución una reducción del 50 por ciento 

al financiamiento público para los partidos políticos, conforme al siguiente proyecto de 

DECRETO 

Único. Se reforma el artículo 41, en su fracción segunda, inciso a), de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 41. ... 

... 

I ... 
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II ... 

a) El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes se fijará 

anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el treinta y dos 

punto cinco por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. El treinta por ciento de la 

cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en forma 

igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido en la 

elección de diputados inmediata anterior. 

b) y c) ... 

... 

... 

III. a VI. ... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 

2 de septiembre de 2020. 

 


